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COMUNIDAD AUTÓNOMA
DE ARAGÓN

7023 LEY 2/2001, de 8 de marzo, de modificación
de la Ley 4/1999, de 25 de marzo, de Orde-
nación Farmacéutica para Aragón.

En nombre del Rey y como Presidente de la Comu-
nidad Autónoma de Aragón, promulgo la presente Ley,
aprobada por las Cortes de Aragón, y ordeno se publique
en el «Boletín Oficial de Aragón» y en el «Boletín Oficial
del Estado», todo ello de conformidad con lo dispuesto
en el artículo 20.1 del Estatuto de Autonomía.

PREÁMBULO

Dictada con base en las competencias asumidas por
el artículo 35.1.41 del Estatuto de Autonomía de Aragón,
la Ley de Cortes de Aragón 4/1999, de 25 de marzo,
de Ordenación Farmacéutica para Aragón, afirma el dere-
cho constitucional de protección de la salud y da cum-
plimiento a lo establecido en el artículo 103 de la
Ley 4/1986, de 25 de abril, General de Sanidad, y al
artículo 88 de la Ley 25/1990, de 20 de diciembre,
del Medicamento.

La referida Ley 4/1999 establece la necesidad de
reestructurar los servicios farmacéuticos de Atención Pri-
maria en el plazo de un año desde su entrada en vigor,
y la incompatibilidad, una vez realizada dicha reestruc-
turación, del ejercicio de la función pública con el ejer-
cicio profesional del farmacéutico en la oficina de far-
macia, con la finalidad de evitar cualquier concurrencia
de intereses que pudiera ir en detrimento de la atención
farmacéutica, salvaguardando a su vez la profesionalidad
del farmacéutico.

Con el objeto de hacer posible técnicamente la
implantación de la reestructuración de los servicios far-
macéuticos, la Disposición Transitoria Cuarta de la Ley
4/1999, de 25 de marzo, de Ordenación Farmacéutica
para Aragón, establecía un período transitorio de com-
patibilidad entre el ejercicio profesional del farmacéutico
como titular de una oficina de farmacia y el ejercicio
de la función pública en el desempeño de un puesto
perteneciente a la Escala Sanitaria Superior.

El proceso ya iniciado de reestructuración de los servi-
cios farmacéuticos en la Comunidad Autónoma de Ara-
gón revela la necesidad de ampliar el plazo previsto en
la citada Disposición para su materialización y, en con-
secuencia, el período establecido de compatibilidad del
ejercicio de la función pública con el ejercicio profesional
del farmacéutico en la oficina de farmacia.

Artículo único.

Se modifica la Disposición transitoria cuarta de la
Ley 4/1999, de 25 de marzo, de Ordenación Farma-
céutica para Aragón, quedando redactada del siguiente
modo:

«Disposición transitoria cuarta.

No obstante lo dispuesto en el artículo 47, la
titularidad de una oficina de farmacia no será
incompatible con el desempeño de los puestos per-
tenecientes a la Escala Sanitaria Superior, o si
desempeñan esa misma función como interinos,
hasta que se produzca la reestructuración de los
servicios farmacéuticos, la cual deberá realizarse
en el plazo de dos años a partir de la entrada en

vigor de la presente Ley. Durante este período tran-
sitorio, será obligatoria la contratación y presencia
de los farmacéuticos adjuntos necesarios para
garantizar la adecuada asistencia a los usuarios.»

Disposición derogatoria.

Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o
inferior rango se opongan a lo establecido en esta Ley.

Disposición final.

La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el «Boletín Oficial de Aragón».

Zaragoza, 8 de marzo de 2001.

MARCELINO IGLESIAS RICOU,
Presidente

(Publicada en el «Boletín Oficial de Aragón» número 33, de 19 de marzo
de 2001)

COMUNIDAD AUTÓNOMA
DE LAS ILLES BALEARS

7024 LEY 2/2001, de 7 de marzo, de Atribución
de Competencias a los Consejos Insulares en
Materia de Ordenación del Territorio.

EL PRESIDENTE DEL GOBIERNO DE LAS ILLES BALEARS

Sea notorio a todos los ciudadanos que el Parlamento
de las Islas Baleares ha aprobado y yo, en nombre del
Rey, y de acuerdo con lo que se establece en el artículo
27.2 del Estatuto de Autonomía, tengo a bien promulgar
la siguiente Ley.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

La ordenación del territorio, es decir, la delimitación
normativa de los usos y actividades que deben desarro-
llarse en un espacio concreto es, en el archipiélago
balear, una de las funciones de los poderes públicos
con más trascendencia social, con la que se pretende
configurar un modelo territorial integral y coherente, res-
petuoso con las diferentes características de cada isla.

Desde una perspectiva jurídica, la ordenación del terri-
torio se sitúa en el vértice superior de la política territorial
y urbanística. Ésta tiene una estructura piramidal, que
parte de una visión superior, general y directiva, y va
descendiendo hasta determinar y programar, de una for-
ma muy precisa, la actuación de las diversas adminis-
traciones públicas, así como los derechos y los deberes
de los particulares afectados. Dicha estructura concep-
tual tiene su principal manifestación en el ordenamiento
jurídico de la Comunidad Autónoma, en la Ley de orde-
nación territorial, texto al que corresponde determinar,
además, el papel del conjunto de instituciones y entes
públicos que ejercen competencias en esta materia.

En el estado actual de la evolución de nuestro sistema
administrativo es necesario adecuar las políticas terri-
toriales a la posición cada vez más relevante de los
Consejos Insulares. La potenciación de un modelo des-
centralizado que permita una gestión autónoma de los


